Juicio ejecutivo – título ejecutivo

Expediente Nº 43.042 “ASURMENDI ADOLFO MARTIN Y OTRO C/ L.M.I. S.A. S/ Cobro Ejecutivo Arren​damientos”
Nº de Orden: 19.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los veinticuatro días del mes de Febrero del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial  de Junín  Doctores  RICARDO  MANUEL CASTRO  DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUAR​DIOLA,  en causa Nº 43042 caratulada: "ASURMENDI ADOLFO 
MARTIN Y OTRO C/ L.M.I. S.A. S/ Cobro Ejecutivo  Arren​damientos", a fin de dictar sentencia, en el  siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Rosas y Guardiola.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:

               1a.- ¿Se ajusta a derecho la  sentencia apelada?

               2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA  CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán dijo:

               A fs. 149/151 la Juez de primera instan​cia dicta sentencia, por la que recepta las excepciones de nulidad de la ejecución y de inhabilidad  de  título opuestas por L.M.I. S.A.; y en consecuencia, rechaza la ejecución  incoada en contra de esta sociedad comercial por Adolfo Martín Asurmendi y Maria Cecilia  Asurmendi, en carácter de administradores de la sucesión de Martín Asurmendi. Impone las costas a los ejecutantes y difie​re la regulación de honorarios de los profesionales in​tervinientes.

               En lo que respecta a la excepción de nu​lidad, la sentenciante señala que los accionantes incu​rrieron en un error al no haber preparado la vía ejecu​tiva, privando a la  demandada  de  la  oportunidad  de allegar comprobantes de la cancelación  de  la  obliga​ción.

               Seguidamente, haciendo mención a los ex​pedientes "L.M.I. S.A. c/ Sucesores de Martín Asurmendi s/ demanda por reducción de precio de arrendamientos" y "L.M.I. S.A. c/ Asurmendi Adolfo Martín y otros s/ res​titución  de precio e indemnización por daños y perjui​cios",  dice  que el título que se pretende ejecutar no reúne los requisitos de los arts. 518 y 521 del C.P.C., atento a que no se ha logrado comprobar la exigibilidad de la obligación dineraria, debido a  que  aún  se  en​cuentra en discusión el cumplimiento y  alcance  de  la prestación. 

               Contra  este   pronunciamiento,   Adolfo Asurmendi y los Dres. Jorge A. Meza y  Silvina  Ossola, en su rol de apoderados de Cecilia Asurmendi,  interpo​nen apelación a fs. 155.

               Concedido en relación dicho recurso, los apelantes presentan el memorial a fs. 156/164vta., don​de exponen que la preparación de la vía ejecutiva re​sulta innecesaria, por encontrarse acreditado el carác​ter de arrendataria de la ejecutada, la  existencia  de la deuda y la confesión del incumplimiento en cuanto al pago  de  la  obligación. Agrega que se ha incurrido en excesivo rigor formal. 

               Además,  sostienen  que  la demandada ha omitido denunciar cu l es el perjuicio sufrido y el in​terés que pretende subsanar con la nulidad  pretendida, dado que no ha negado ser  arrendataria  y  tampoco ha acompañado ningún recibo de pago. 
               En cuanto a las características del  título ejecutivo, afirma que el contrato de arrendamiento con firma certificada es un título ejecutivo hábil,  en el que consta una obligación exigible y que la liquida​ción dineraria surge de una simple operación  aritméti​ca, basada en cotizaciones oficiales tomadas de la Bol​sa de Comercio de Rosario. 

               Finalmente, expresa que la  sentenciante ha hecho mérito de que el crédito estaría discutido en otros procesos de conocimiento, violando las reglas in​herentes al juicio ejecutivo que vedan el  conocimiento causal, y de esta forma, los principios de indisponibi​lidad de las formas y del debido proceso. 
               Corrido traslado del memorial  reseñado, lo contesta a fs. 166/171vta. el Dr. Carlos Arturo Suárez, apoderado de la ejecutada, quien solicita la  con​firmación  del  pronunciamiento  impugnado; luego de lo cual, se remiten las actuaciones a esta Alzada.

               A  fs. 173 luce el llamamiento de autos, quedando suspendido el plazo para el dictado de senten​cia con la medida para mejor proveer  dispuesta  a  fs. 175 y la providencia de fs. 177, por la que se remitie​ron las actuaciones al juzgado de origen para  resolver una  solicitud  de  modificación  de la medida cautelar allí trabada. Una vez devueltas las actuaciones, se re​anuda el llamado de autos, quedando las mismas en con​diciones de resolver.

               En tarea decisoria, es dable señalar que la contraprestación asumida por la arrendataria a cam​bio del uso y goce de los predios  rurales  cedido  por los  arrendadores, constituye una obligación facultati​va.

               Llego a esta conclusión,  analizando  la cláusula quinta del contrato base de la presente ejecu​ción, cuya parte pertinente dice: "PRECIO: Se establece de la siguiente manera: en 809.400 kilos de soja, pues​to en  Rosario,  que deber n entregarse de la siguiente manera: de 300.000 kilos de soja a la firma del contra​to, 254.700  kilos de soja al 10 de agosto de 2007 y el saldo de 254.700 kilos de soja hasta el 15 de diciembre de 2007. Cada entrega puede ser reemplazada  en  forma total o parcial por su equivalente en pesos, de la  si​guiente manera: Para la fijación de la SOJA, se tomar el precio pizarra Rosario lleno, y el pago se efectivi​zar  a los 10 días corridos..." (ver fs. 11).

               De esta cláusula parcialmente transcrip​ta resulta claramente la existencia de una sola presta​ción debida, la entrega de soja; sin perjuicio  de  que la deudora se haya reservado la facultad de sustituirla por otra accesoria, entrega de pesos, también apta para el pago de la obligación.

               Entonces,  L.M.I.  ha  quedado  obligada frente a los arrendadores a la entrega de soja, y dicha prestación principal es la única que puede ser reclama​da por estos últimos, aunque pueda  ser  reemplazada  a voluntad  de la deudora por el pago de sumas de dinero, prestación accesoria que también tiene efecto  cancela​torio de la obligación (art. 643 C. Civil). 
               Debe remarcarse que la opción o facultad de reemplazar la prestación principal por la accesoria, siempre  corresponde  al  deudor, ya que el acreedor no puede optar por una prestación que no le es debida.

               Ello es establecido por el art. 646  del Código Civil, según el cual el acreedor  necesariamente debe limitar su demanda a la prestación principal. 
               El fundamento de dicha norma  radica  en que la  prestación principal es la única que configura el derecho del acreedor, no pudiendo éste reclamar la prestación  accesoria, ya que la sustitución de una por otra compete sólo al deudor (conf. Atilio A.  Alterini, Oscar  J. Ameal y Roberto M. López Cabanas, "Derecho de Obligaciones civiles y comerciales", págs. 495/497; En​rique C. Müller, "Código Civil Comentado. Obligaciones, Directores: Trigo Represas y Compagnucci de Caso, Tomo I, pás. 588/593).

               En consecuencia, configurada la mora de la arrendataria, los ejecutantes sólo quedaban  habili​tados  para  reclamar  la entrega de la soja y no la de las sumas de dinero, prestación accesoria  por  la  que únicamente puede optar aquella.

               Como corolario de lo dicho, resulta que el título en el que los ejecutantes sustentaron su re​clamo,  carece  de ejecutividad, ya que no contiene una obligación  de  dar  una  cantidad  de dinero (art. 518 C.P.C.).

               Lo decidido precedentemente, torna inne​cesario el tratamiento de los restantes agravios.

               Por todo lo expuesto, propongo al acuer​do rechazar el  recurso  de  apelación  en tratamiento (arts.  643,  646  C. Civil y 518 C.P.C.), con costas de Alzada a los apelantes (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

Los  Señores  Jueces  Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-
A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la cuestión anterior, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I)- Rechazar el recurso de apelación de​ducido  a fs. 155; y en consecuencia, confirmar la sen​tencia de fs. 149/151 (arts. 643,  646  C. Civil y  518 C.P.C.) 

               II)- Las costas Alzada se imponen a los apelantes (art. 68 C.P.C.), difiriéndose la  regulación de honorarios para cuando sean determinados los corres​pondientes a primera instancia (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces  por  ante mí: DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), veinticuatro de Febrero de 2.009.-

               AUTOS Y VISTO:

               Por  los  fundamentos  consignados en el acuerdo  que  antecede,  preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I)- Rechazar el recurso de apelación de​ducido  a fs. 155; y en consecuencia, confirmar la sen​tencia de fs. 149/151 (arts. 643,  646  C. Civil  y  518 C.P.C.) 

               II)- Las costas Alzada se imponen a los apelantes (art. 68 C.P.C.), difiriéndose la  regulación de honorarios para cuando sean determinados los corres​pondientes a primera instancia (art. 31 Ley 8904).

               Regístrese, notifíquese y  oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-
